Procesado: RHF
Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Radicación: 660016000035-2018-01079-01

Asunto: Recurso de apelación contra auto que imprueba preacuerdo

Decisión: Confirma auto confutado


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PREACUERDOS / FACULTAD DE LA FISCALÍA PARA REALIZARLOS / SU VALIDEZ DEPENDE DE LA APROBACIÓN POR PARTE DE LA JUDICATURA / CONTROL DE LEGALIDAD / DEBEN TENERSE EN CUENTA LA PROPORCIONALIDAD DE LA PENA, CUANDO EL ACUERDO LA INCLUYA, Y EL APRESTIGIAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.
… es cierto que acorde con lo consagrado en el artículo 250 de la Carta y lo reglamentado en el libro III título II, capítulo único del Código de Procedimiento Penal, la Fiscalía, con base en los postulados del derecho premial, puede entablar negociaciones con su contraparte, a fin de procurar la terminación abreviada del proceso, sobre tópicos tales como: a) Los términos de la imputación; b) La eliminación en la acusación de una causal de agravación o de un cargo específico; c) La tipificación de la conducta de tal manera que implique una pena más benigna para el acusado, y d) Los hechos endilgados al procesado y sus consecuencias jurídicas. 

De igual manera, se debe tener en cuenta que para que dichas negociaciones puedan ser catalogadas como válidas, como consecuencia de la aplicación del principio acusatorio, acorde con los términos del inciso 4º del artículo 351 C.P.P. las mismas deben de estar sujetas o condicionadas a la respectiva aprobación de la Judicatura, quien ejercerá sobre ellas una especie de control de legalidad, que en nada sería el propio de una función de simples y meros fedatarios o refrendadores de lo hecho por la Fiscalía…
Como ya se dijo, dichas premisas fácticas fueron ignoradas por la Fiscalía al momento de negociar con la Defensa el monto de la pena de prisión a imponer al procesado RHF, la que en un inmenso acto de generosidad fue pactada en las penas mínimas, o sea 64 meses de prisión y multa de 2 smmlv, lo que no se compadece de los postulados que orientan el principio de proporcionalidad, el cual hace parte de los principios que orientan las sanciones penales…
De igual manera, una pena pactada en 32 meses de prisión y 1 smmlv, sería contradictoria de uno de los fines que orientan los preacuerdos, siendo en este caso el aprestigiamiento de la administración de justicia, porque no podemos ignorar que estamos en presencia de una persona que tiene antecedentes penales vigentes por similar delito por el cual ahora es procesado: Tráfico de estupefacientes, y aunque de vieja data  la CSJ ha indicado que la reincidencia no es factor de mayor punibilidad, en el presente asunto desconocer el carácter de reincidente del Procesado y conceder una pena tan generosa, es equivalente a enviarle un mensaje errado a la comunidad en el sentido de establecer que los delincuentes contumaces e irredomables son tratados con mano suave, lo que obviamente traería como consecuencia que la administración de justicia sea considerada como una especie de hazmerreir o un rey de burlas al permitir y prohijar con su aval esa clase de negociaciones dadas entre la Fiscalía y la Defensa.
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AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Aprobado Acta No. 857 del 27 de septiembre de 2019. H: 1:35 p.m. 
Pereira, septiembre treinta (30) de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 8:22 a.m. 
Procesado: RHF
Delito: Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes 
Radicación: 660016000035-2018-01079-01
Asunto: Recurso de apelación contra auto que imprueba preacuerdo
Procede: Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira
Tema: Controles sobre los preacuerdos

Decisión: Confirma auto confutado
V I S T O S:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía General de la Nación en contra de la decisión proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta localidad el veintinueve (29) de agosto de la presente anualidad, dentro del proceso seguido en contra del señor RHF por la presunta comisión del delito de Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes, en virtud de la cual fue improbado el preacuerdo pactado entre la Fiscalía General de la Nación y la Defensa.

ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL:
Da cuenta el encuadernado presentado por la Fiscalía que el día 5 de abril del 2018, a las 21:10 horas en la vía pública de la calle 16 con carrera 12 de la ciudad de Pereira fue capturado el señor RHF, al ser observado por patrulleros de la Policía Nacional arrojando al otro lado de la avenida el Ferrocarril un objeto, el cual al ser verificado, se evidenció que era una envoltura en plástico negro que contenía sustancia rocosa con un olor y color similares al estupefaciente conocido como bazuco, la cual al ser sometida a la prueba de PIPH arrojó un peso neto de 50.1 gramos con resultado preliminar positivo para Cocaína y sus derivados.
La audiencia de Formulación de Imputación se adelantó el 2 de octubre de 2018 ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, allí se le enrostraron cargos al ciudadano RHF por el reato de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes consagrado en el artículo 376 del C.P. los cuales no fueron aceptados por el Procesado.
El 5 de diciembre de 2018 el Ente Acusador radicó escrito de acusación en contra del presunto responsable de la conducta delictual descrita, correspondiéndole por reparto al Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta localidad, quien asumió el conocimiento de la actuación, llevando a cabo la audiencia de formulación de acusación el 19 de febrero de los corrientes, en ella la delegada del Ente Acusador ratificó los cargos endilgados en la audiencia de imputación en contra del señor RHF, y se fijó como fecha para llevar a cabo la audiencia preparatoria el día 21 de marzo de 2019.

En la fecha atrás señalada se instaló la audiencia preparatoria, y una vez verificada la presencia de las partes, la señora Fiscal manifestó que se había llegado a un preacuerdo con el acusado el cual consistía en que el señor RHF, debidamente informado y asesorado por su defensor, aceptaba los cargos imputados y a cambio se le degradaba su participación de autor a cómplice en la presentes diligencias en las que fue acusado como autor de la conducta punible establecida en el inciso 2º del artículo 376 del C.P., y en virtud del artículo 30 del C.P., que refiere que quien actúe como cómplice se le impondrá la pena señalada para la correspondiente infracción disminuida de una sexta parte a la mitad, y como la pena consagrada para el reato por  el cual se le imputaron cargos es de 64 a 108 meses de prisión y multa de 2 a 150 SMLMV, se acordó  que se le va a dar el descuento máximo quedando la pena en 32 meses de prisión y multa de 1 SMLMV.

El Juzgado de 1ª instancia, una vez escuchados los argumentos de la Fiscalía, decidió suspender la audiencia con el fin de estudiar la validez del preacuerdo, fijando como nueva fecha para pronunciarse sobre el mismo el 6 de mayo de 2019, sin embargo la misma debió ser aplazada, pudiéndose llevar a cabo el 29 de agosto del presente año, en la cual el A quo decidió  improbar el preacuerdo que se le presentó, razón por la cual la Fiscalía interpuso el recurso de apelación.
LA PROVIDENCIA  OPUGNADA:
Como bien lo dijimos con antelación, se trata de la providencia interlocutoria proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, el 29 de agosto de la presente anualidad, en virtud de la cual fue improbado el preacuerdo pactado entre la Fiscalía General de la Nación y la Defensa.

Expresó el A quo que aunque no puede perderse de vista la titularidad de la acción penal de la Fiscalía General de la Nación, también se deben tener en cuenta los derroteros dados por la Sala Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia así como lo decantado por la Corte Constitucional, con respecto a la necesidad de recordar que constituye un deber del juez verificar no solo la legalidad de la aceptación de cargos o la responsabilidad sino también la legalidad de los delitos y las penas, lo que hace parte del debido proceso, en efecto resulta incontrovertible como lo han señalado las citadas Corporaciones que los fiscales delegados en su condición de servidores públicos y sujetos procesales, se encuentran sometidos al imperio de la ley y a los principios que orientan nuestro ordenamiento jurídico es por eso que es deber del juez  velar por el respeto de los principios generales de los derechos fundamentales y garantías procesales en ejercicio del control constitucional del proceso en tanto que las decisiones judiciales deben adoptarse dentro del marco de la legalidad.

En el caso bajo examen en virtud de un preacuerdo, los sujetos procesales pactaron como beneficio para el procesado la degradación de su responsabilidad para efectos punitivos de autoría a complicidad en relación por los cargos por los cuales le había sido formulada la imputación en su contra, esto es por la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes consagrada en el inciso segundo del artículo 376 del C.P. dada la cantidad de estupefaciente en la modalidad de “llevar consigo” y se estableció una pena de 32 meses de prisión.

Indicó que debe destacarse que un caso como el analizado, al acudir a la modalidad de preacuerdo consistente en introducir una variación como la de modificar el grado de participación del implicado de autor a cómplice, siendo este el beneficio reconocido a favor del acusado, se genera una variación del ámbito de movilidad para dosificar la pena. 

Expresó que tiene ciertos reparos con respecto a la tasación de la pena que como consecuencia del preacuerdo efectuó la Fiscalía, estableciendo la misma en 32 meses de prisión, esto es la mitad de la pena mínima legalmente imponible, excluyendo factores que necesariamente deberían verse reflejados en el quantum punitivo a imponer, como que en este caso no concurren circunstancias de menor punibilidad, debido a que el aquí acusado registra una sentencia condenatoria por tráfico de estupefacientes impuesta el 7 de julio de 2015, de la cual obtuvo su libertad condicional el 7 de septiembre de 2017.
Aunado a lo anterior, es evidente que la delegada del Ente Acusador no tuvo en cuenta dentro de los fundamentos para determinar la pena, la mayor intensidad del dolo y antijuridicidad de la conducta, las cuales se advierten en la considerable cantidad de estupefaciente encontrada en poder del acusado, puesto que se trata de 50,1 gramos de cocaína, cantidad que no solo supera con creces la considerada como dosis personal sino que corresponde a la mitad de la contemplada como máxima para ubicar la conducta punible en el inciso segundo del artículo 376 del C.P. además acorde con la Jurisprudencia pacífica de la Corte Suprema de Justicia a una mayor cantidad de estupefaciente se debe imponer una pena mayor. Por lo que no resulta congruente la pena mínima pactada en el preacuerdo, con la que correspondería a un proceso de dosificación punitiva que debe ceñirse a los fundamentos consagrados en el artículo 61 del C.P.

Debido a las  razones expuestas concluyó el A quo que no era dable aprobar el preacuerdo en cuestión en aras del respeto al debido proceso y al principio de legalidad de los delitos y las penas.
LA ALZADA: 
- La Fiscalía fundamentó su disenso exponiendo que de acuerdo al artículo 351 del C.P.P. los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y el acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales. De manera que no basta simplemente con que el señor Juez manifieste que no está de acuerdo con la pena de 32 meses de prisión, la cual se estableció conforme a lo estipulado en el artículo 30 del C.P. debido a que se degradó la participación en la comisión de la conducta de autor a cómplice.

Señaló que El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en un pronunciamiento del 19 de julio del presente año, revocó una decisión en la cual el Juez de conocimiento no aprobó un preacuerdo, haciendo énfasis el Ad quem en las garantías y derechos constitucionales que no deben ser quebrantados para que no se  desprestigie la administración de justicia, además en ese decisión se dijo que los preacuerdos obligan al juez de conocimiento siempre que no se desborden los límites legales y constitucionales y existan elementos materiales probatorios que permitan inferir la responsabilidad del procesado.

Consideró la delegada de la Fiscalía que con el preacuerdo suscrito con el señor RHF se han respetado los lineamientos trazados por la Fiscalía General de la Nación así como el principio de legalidad que se le debe imprimir a este tipo de negociaciones,  reiterando que al juez de conocimiento solo le es dable revisar si el preacuerdo desconoce derechos y garantías constitucionales y en este caso el señor RHF manifestó que aceptada el preacuerdo de forma libre y voluntaria, además se pudo evidenciar que no solo se contaba con material probatorio que demostraba la existencia de la conducta, sino que también la responsabilidad del acusado, quien no estaba ofreciendo ni vendiendo la sustancia estupefaciente sino que la llevaba consigo de manera que no hay circunstancias que den lugar a que se agrave la situación o hagan presumir que se trata de una conducta que haga que el preacuerdo desprestigie la administración de justicia.

Reiteró que la cantidad incautada fue de 50 gramos y que el inciso segundo del artículo 376 del C.P., señaló una cantidad de 100 gramos, de manera que no es lo mismo llevar consigo 50 gramos a 100 gramos por lo que el preacuerdo en mención no es irrespetuoso de los parámetros constitucionales y legales trazados para esta clase de negociaciones, y por el contrario  está conforme con lo establecido por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y nuestro Tribunal respetando los lineamientos de esa justicia premial, pues de lo contrario no sería del caso aplicar la normativa relativa a los preacuerdos.

Por todo lo dicho solicitó que se revoque la decisión adoptada por el Juez Tercero Penal del Circuito que no aprobó  el preacuerdo dentro del caso adelantado en contra del encausado RHF.

- La Defensa como no recurrente: Expresó que en este caso la controversia gira en torno a establecer si el preacuerdo está dentro de los límites de la legalidad y proporcionalidad, para lo cual la Sra. Fiscal determinó que el mismo se encuentra dentro de los parámetros legales. Adujo que en caso de que no sea así, en un futuro volverá a negociar con la señora Fiscal con el fin de presentar nuevamente un preacuerdo con una pretensión que no vaya en contra de los intereses de su representado y que se ajuste a los principios generales y a las normas establecidas, por lo que se atine a lo que se decida en segunda instancia.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia: 
Según lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. esta Corporación, en su Sala Penal de Decisión, es la competente para asumir el conocimiento de la presente alzada, no sin antes declarar que hasta ahora no se avizora nulidad alguna que haga inválida la actuación. 

- Problema Jurídico:
De lo expuesto en la tesis invocada por la recurrente al momento de sustentar la alzada, a juicio de la Sala se desprende el siguiente problema jurídico:
¿Se cumplen en el presente asunto los presupuestos necesarios para que la Judicatura le imparta aprobación al preacuerdo suscrito entre la Fiscalía y la Defensa, en el cual el Procesado admite su responsabilidad en la comisión del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y a cambio la Fiscalía degrada su responsabilidad para efectos punitivos de autoría a complicidad en relación a los cargos por los cuales le había sido formulada la imputación, estableciendo una pena de 32 meses de prisión y multa de 1 SMLMV?
· Solución:

Teniendo en cuenta que el eje central de la controversia surgida como consecuencia de lo resuelto y decidido en el presente asunto por parte del Juzgado A quo, gira en torno de las facultades que le asiste a la Judicatura en el escenario de la aprobación de los preacuerdos suscritos entre la Fiscalía y la Defensa que han sido puestos a consideración de los Jueces de Conocimiento, como punto de partida la Sala dirá que si bien es cierto que acorde con lo consagrado en el artículo 250 de la Carta y lo reglamentado en el libro III título II, capítulo único del Código de Procedimiento Penal, la Fiscalía, con base en los postulados del derecho premial, puede entablar negociaciones con su contraparte, a fin de procurar la terminación abreviada del proceso, sobre tópicos tales como: a) Los términos de la imputación; b) La eliminación en la acusación de una causal de agravación o de un cargo específico; c) La tipificación de la conducta de tal manera que implique una pena más benigna para el acusado, y d) Los hechos endilgados al procesado y sus consecuencias jurídicas. 

De igual manera, se debe tener en cuenta que para que dichas negociaciones puedan ser catalogadas como válidas, como consecuencia de la aplicación del principio acusatorio, acorde con los términos del inciso 4º del artículo 351 C.P.P. las mismas deben de estar sujetas o condicionadas a la respectiva aprobación de la Judicatura, quien ejercerá sobre ellas una especie de control de legalidad, que en nada sería el propio de una función de simples y meros fedatarios o refrendadores de lo hecho por la Fiscalía, el cual tendría como finalidad la de verificar si con esa clase de negociaciones se desconocieron o quebrantaron derechos o garantías fundamentales de las partes y demás intervinientes.

Lo antes expuesto, nos quiere decir que solo después de pasar por el tamiz de la Judicatura, es que empezaría a dimanar los efectos vinculantes de los preacuerdos, y para ello, a fin de determinar cuándo lo pactado entre las partes podría generar una eventual vulneración de derechos y garantías fundamentales, al efectuar el aludido control de legalidad, los Jueces de Conocimiento les correspondería verificar lo siguiente:
· Que exista un mínimo probatorio que desvirtúe la presunción de inocencia que le asiste al procesado, y por ende que se cumplan con los requisitos que son necesarios para poder proferir una sentencia condenatoria en su contra
.

· Que el acto procesal de terminación abreviada del proceso no esté afectado por ningún tipo de vicios del consentimiento e igualmente que el encausado al momento de allanarse a los cargos o de preacordar con la Fiscalía, lo haya hecho de manera voluntaria, libre, espontánea y con consciencia de lo que hacía; todo ello con el debido acompañamiento y asesoría de un profesional del Derecho. 

· Que no exista ninguna prohibición o limitación, constitucional o legal, que condicione o proscriba la celebración del acuerdo suscrito entre la Fiscalía y la Defensa.

· Constatar que los preacuerdos cumplan con los fines consagrados en el artículo 348 C.P.P. entre ellos el aprestigiamiento de la administración de justicia
; e igualmente que los mismos sean respetuosos de los postulados que orientan el Derecho Premial. 

· Los Fiscales, al momento de preacordar con la Defensa, acorde con lo reglado en el # 3º del artículo 251 de la Carta, que regulan los principios de unidad de gestión y de jerarquía, deben acatar las directrices trazadas por parte del Fiscal General de la Nación. 

· En los casos que se tasen penas, los preacuerdos deben ser respetuosos de los postulados que orientan el principio de legalidad, así como de los principios, que según las voces que orientan el artículo 3º C.P. orientan las sanciones penales.

· Lo acordado no debe contrariar el denominado principio de “Estricta Tipicidad”, por lo que lo pactado entre las partes debe ser respetuoso del núcleo fáctico de la imputación o acusación, cuyas premisas fácticas no pueden ser soslayadas, alteradas o mutadas por las partes
; lo cual implica que las partes, al momento de negociar, no pueden inventarse circunstancias factuales que nunca existieron ni que incidieron en la comisión del reato, para de esa forma concederle en favor del procesado atemperantes punitivas a las que nunca tendría derecho, salvo que respecto de la ocurrencia de las mismas exista un claro estado de incertidumbre que daría lugar a plausibles hipótesis sobre lo que pudo o no pudo suceder, generándose de esa forma una especie de zona gris o de penumbras, respecto de la cual plausiblemente exista la posibilidad de que el procesado, vg. haya podido perpetrar el delito bajo el amparo de alguna de las circunstancias de atemperación punitiva consagradas en los artículos 56 y 57 C.P. y que de igual forma la Fiscalía carezca de los medios de conocimiento que le permitan corroborar o desvirtuar tal hipótesis.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, considera la Colegiatura que contrario a lo reclamado por la apelante, el Juzgado A quo estuvo atinado al improbar el preacuerdo debido a que aplicó en debida forma los controles de legalidad que tenía para verificar si el preacuerdo de marras se ajustaba a la legalidad, lo cual resultó ser todo lo contrario.
Para poder llegar a la anterior conclusión, vemos que el contenido del pacto celebrado entre la Fiscalía y la Defensa, consistía en lo siguiente: a) El procesado aceptaría los cargos imputados en su contra, a cambio de que la Fiscalía mutara como cómplice su grado de participación en la comisión del delito endilgado en su contra; b) La pena a imponer se tasaría en 32 meses de prisión y multa de 1 SMLMV, acorde con la premisa consistente en que como se degradó su participación a cómplice, en virtud del artículo 30 del Código Penal, la pena será la señalada para la correspondiente infracción disminuida de una sexta parte a la mitad, y como la pena consagrada para el reato de tráfico de estupefacientes es de 64 a 108 meses de prisión y multa de 2 a 150 SMLMV, decidió otorgarle el descuento máximo.

Para la Sala, acompañando lo resuelto y decidido por el Juzgado de primer nivel, existían plausibles razones que incidían para improbar el preacuerdo pactado entre la Fiscalía y la Defensa, por cuanto lo estipulado entre ambas partes, en especial en la pena, de manera abierta contrariaba los postulados de los principios que según las voces del artículo 3º C.P. orientan las sanciones penales, lo que a su vez repercute de manera negativa en el aprestigiamiento de la administración de justicia. 

Para poder llegar a la anterior conclusión se hace necesario tener en cuenta las siguientes premisas fácticas que están plenamente acreditadas en el proceso, las cuales fueron desconocidas por la Fiscalía al momento de negociar con la Defensa el monto de las penas a imponer al procesado RHF: 

· El Procesado fue capturado por efectivos de la Policía Nacional cuando portaba una sustancia estupefaciente que al ser sometida a la prueba de PIPH arrojó un peso neto de 50.1 gramos con resultado preliminar positivo para cocaína y sus derivados.
De lo antes expuesto, se desprende que el encausado llevaba consigo una sustancia estupefaciente que excedía 49 veces más los límites permitidos para la dosis personal, si partimos de la base consistente en que acorde con lo regulado en el ordinal j del artículo 2º de la Ley 30 de 1.986, es dosis personal de «cocaína o cualquier sustancia a base de cocaína la que no exceda de un (1) gramo…».

· Cuando se produjo la captura del encausado, dicho personaje tenía en su contra antecedentes penales vigentes por el delito de tráfico de estupefacientes, como bien se desprende de los documentos habidos en la actuación, los cuales demuestran que el 7 de julio de 2.015, RHF fue condenado a la pena de 56 meses de prisión por parte del Juzgado Único del Circuito de Quinchía.

Tal situación nos enseña que se está en presencia de una persona reincidente, quien es proclive a perpetrar delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes. 

Como ya se dijo, dichas premisas fácticas fueron ignoradas por la Fiscalía al momento de negociar con la Defensa el monto de la pena de prisión a imponer al procesado RHF, la que en un inmenso acto de generosidad fue pactada en las penas mínimas, o sea 64 meses de prisión y multa de 2 smmlv, lo que no se compadece de los postulados que orientan el principio de proporcionalidad, el cual hace parte de los principios que orientan las sanciones penales, el que aconseja que al momento de tasar las penas debe existir una relación de causalidad entre la gravedad del delito y el quantum a imponer, por lo que entre más grave sea la ofensa perpetrada por el delito, mayor será la pena, y a su vez, entre menor sea la gravedad del delito, menor será el monto de la pena a imponer. Lo que en el escenario del delito de tráfico de estupefacientes se refleja en la cantidad de la sustancia estupefaciente incautada, como de vieja data lo ha hecho saber la Corte en los siguientes términos: 
"En cuanto mayor sea la cantidad de droga objeto de decomiso, mayor será la intensidad del daño potencial o real ocasionado al interés jurídico tutelado y consecuencialmente más grave el hecho…“
.

Luego, si en el caso en estudio estamos en presencia de una persona que traficaba una cantidad de la sustancia estupefaciente conocida como cocaína que excedía en más de 49 veces los limites tolerados para la dosis personal, es obvio que al pactar una pena de 64 meses de prisión y multa de 2 smmlv, la que en últimas como consecuencia de los descuentos punitivos de la complicidad, según la teoría del Yo con Yo, equivaldría a 32 meses de prisión y 1 smmlv, en momento alguno se estaría respetando los postulados del principio de proporcionalidad, el cual aconsejaría que en estos casos se deba acudir a una pena superior a la del mínimo, que obviamente debería estar dentro de los linderos del primer cuarto de punibilidad, porque no puede desconocerse que en el presente asunto en favor del Procesado opera la hipótesis consagrada en el inciso 2º del artículo 61 C.P.
De igual manera, una pena pactada en 32 meses de prisión y 1 smmlv, sería contradictoria de uno de los fines que orientan los preacuerdos, siendo en este caso el aprestigiamiento de la administración de justicia, porque no podemos ignorar que estamos en presencia de una persona que tiene antecedentes penales vigentes por similar delito por el cual ahora es procesado: Tráfico de estupefacientes, y aunque de vieja data
 la CSJ ha indicado que la reincidencia no es factor de mayor punibilidad, en el presente asunto desconocer el carácter de reincidente del Procesado y conceder una pena tan generosa, es equivalente a enviarle un mensaje errado a la comunidad en el sentido de establecer que los delincuentes contumaces e irredomables son tratados con mano suave, lo que obviamente traería como consecuencia que la administración de justicia sea considerada como una especie de hazmerreir o un rey de burlas al permitir y prohijar con su aval esa clase de negociaciones dadas entre la Fiscalía y la Defensa. 
Siendo así las cosas, para la Sala no existe duda alguna que el Juzgado de primer nivel aplicó en debida forma los controles de legalidad del caso que incidieron para que improbara el preacuerdo puesto a su consideración, porque, como se demostró, el mismo, en lo que tiene que ver con las penas pactadas, de manera abierta y manifiesta contrariaba los fines de los preacuerdos, en especial en lo que tiene que ver con el aprestigiamiento de la administración de justicia, y los postulados que orientan el principio de proporcionalidad de las penas. 

Por todo lo anteriormente expuesto, la Sala concluye que no le asiste la razón a la tesis de la discrepancia propuesta por la recurrente en la alzada y por ende se confirmará la providencia confutada.

En mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el proveído proferido en la audiencia celebrada el 29 de agosto de la presente anualidad, en virtud de la cual el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, improbó el preacuerdo pactado entre la Fiscalía General de la Nación y la Defensa del señor RHF en el proceso adelantado en su contra por el delito de Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes.
SEGUNDO: Declarar que en contra de la presente decisión no procede recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Sobre este tópico se pueden consultar, entre otras, la sentencia del 4 de julio  de 2.002. Rad. # 10308, y la sentencia del 18 de diciembre de 2.013. Rad. # 42133.  


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia de 2ª Instancia del 25 de noviembre de 2015. SP16247-2015. Rad. # 46688. M.P. JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO.


� Al respecto, se pueden consultar, entre otros, las siguientes decisiones emanadas de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia: Sentencia del 27 de octubre de 2008. Rad. # 29.979;  Sentencia del 12 de septiembre de 2007. Rad. # 27759; Sentencia del 24 de febrero de 2016. SP2168-2016. Rad. # 45736.  


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 7 de octubre de 1999, Rad. # 11.565. M.P. CARLOS EDUARDO MEJÍA ESCOBAR.


� Sala de Casación Penal, radicado 21649 del 18 de mayo de 2005, M.P. Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.
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